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SEÑORA PRESIDENTA (Cecilia Bottino).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


En virtud de que a la hora 10 está convocada la Cámara, corresponde que la comisión pase a intermedio hasta 
su finalización, a efectos de iniciar el tratamiento del orden del día. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
La comisión pasa a intermedio. 


(Es la hora 9 y 57) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 10 y 59) 


Ante todo, agradecemos la presencia de los integrantes de la Comisión de Legislación del Trabajo, como 
así también la de la señora diputada Margarita Libschitz, suplente del señor diputado Nelson Larzábal. 


Como se sabe, mañana la Escuela de Gobierno realizará una jornada a propósito de la reforma penal, y fueron 


invitados expertos internacionales en la materia. Por ese motivo, oportunamente resolvimos con el presidente 
de la Comisión de Legislación del Trabajo recibirlos conjuntamente en este ámbito, que es el competente. 


(Ingresa a sala una delegación de expertos internacionales en reforma penal) 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el agrado de recibir 
a una delegación de expertos internacionales en reforma penal, integrada por el catedrático de Derecho Penal 
en la Universidad de Cádiz, doctor Juan Terradillos; a la catedrática de Derecho Penal en la Universidad de 
Cádiz, doctora María Acale; a la catedrática de Derecho Penal en la Universidad de Málaga, doctora Patricia 
Laurenzo; al docente y consultor internacional de Derecho Penal, doctor Iván Meini. Está al llegar el director 
del Departamento de Derecho y docente de Derecho Penal en la Universidad de Módena y Reggio Emilia, 
doctor Luigi Foffani. Asimismo, agradecemos la presencia de la presidenta de la Escuela de Gobierno, señora 
diputada Lilián Galán. 


Como se sabe, mañana un panel de expertos internacionales disertará en el Palacio Legislativo sobre la 
materia penal, como parte de un proyecto surgido a partir de la firma de un convenio entre la Cámara de 
Representantes para la Escuela de Gobierno y el Programa de Justicia e Inclusión, que depende de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto. 


Nuestra Comisión ha sido invitada a participar de este evento, pero queríamos recibir a los expertos 
internacionales en este ámbito donde se discutirá la reforma del Código Penal. 


Todos los aportes que surjan de la jornada de mañana serán insumos para trabajar en la futura reforma del 
Código Penal. 


Con mucho gusto, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR TERRADILLOS (Juan).- No voy a hablar en nombre de la delegación sino en mi calidad de 
miembro más antiguo. 


Hemos venido a aportar nuestra experiencia, con la modestia de quienes son conscientes que vienen de 
afuera, de que no pueden conocer los problemas de Uruguay en toda su dimensión, porque los problemas se 
dan a nivel de calle y para nosotros la calle uruguaya, no digo que sea del todo desconocida, pero no es 
nuestro hábitat natural. En definitiva, me parece que ustedes están inmersos en determinados procesos de 
reforma, aunque esto es decir una obviedad, porque las leyes siempre se están reformando o, por lo menos, 
siempre deberían estar reformándose, máxime las de nuestra disciplina, que son las leyes penales y que 
responden a una realidad que cambia tanto como la realidad del delito. En consecuencia, ese impulso de 
adecuación es responder al reto de que tenemos que ir por delante de los delincuentes. No lo vamos a lograr 
nunca, pero por lo menos ese tiene que ser el desafío. Es decir, tener legislación que pueda, ágil, flexible y 
dinámicamente intentar afrontar los problemas que se le plantean al legislador penal, que no son más que los 
de intentar reducir al máximo el número de delitos o la agresividad de los mismos. 


Hay ámbitos quizás especialmente sensibles o de especial actualidad como son los relacionados con la 
violencia de género, con la delincuencia económica, con la criminalidad organizada, es decir, ámbitos que, 
precisamente, son aquellos para cuyo análisis hemos venido a colaborar desde la absoluta humildad, pero 
también desde la ventaja que da ver los problemas desde afuera, que a veces dan una visión limitada pero 
más objetiva, en el sentido de no estar condicionada por las necesidades y la coyuntura del día a día. Creo 
que esto es lo que podemos intentar aportar desde estas perspectivas distintas que son la universidad 
española, la universidad italiana y la universidad peruana, en definitiva, entornos culturales, jurídicos y 
políticos que no son muy disímiles a los de Uruguay y, en consecuencia, quizás tampoco tengamos una visión 
tan desviada de los temas. 


SEÑORA ACALE (María).- Para mí es un placer estar hoy aquí con todos ustedes en este ámbito, que 
es sumamente interesante, cuando están trabajando en la reforma de un Código Penal. 


Estoy convencida de que cada sociedad tiene el Código Penal que se merece, porque es una ley que 
aprobamos por procedimiento democrático. En el fondo, ustedes tienen un Código Penal muy antiguo, que 
necesita ser objeto de reformas desde adentro. No creo que con reformas parciales y con leyes penales 
especiales puedan seguir sosteniendo la ley penal en este país, pues en un instrumento sumamente antiguo 
que, por ejemplo, deja de estar actualizado en materias importantes como de las que se van a hablar en este 
seminario por parte de mis compañeros como la delincuencia económica, los delitos informáticos y -lo que 
nos tocará abordar a lo largo del día de mañana- la violencia de género. Estamos hablando de problemas 
nuevos, de problemas que genera la sociedad actual y estamos intentando hacerles frente con un instrumento 
antiguo. Por eso les decía que, desde mi punto de vista, es un momento apasionante. Hoy están participando 
de una actividad apasionante porque creo que es importante hacer política criminal, y eso le corresponde a 
ustedes. Ayer o antes de ayer decíamos algo similar: no creo que se trate de hacer política con el Código 
Penal sino de hacer política criminal que, en definitiva, es lo que se merece esta sociedad. Nosotros podemos 
aportar, fundamentalmente -como decía el profesor Terradillos-, esa perspectiva comparada porque venimos 
de un ordenamiento jurídico que tiene muchas similitudes con el ordenamiento jurídico uruguayo. Lo que 
podamos aportar desde la perspectiva de derecho comparado, de personas que viajamos constantemente y 
conocemos otros Códigos Penales y otros ordenamientos jurídicos, con la máxima humildad -como dice mi 
maestro, el profesor Terradillos- creo que mañana cada uno de nosotros va a analizar el tema que se le ha 
encomendado, intentando construir y, desde nuestra perspectiva, poder hacerles algunas sugerencias que 
ustedes tengan a bien considerar, y con que una sola de las cosas que digamos mañana les resulte de utilidad, 
habrá justificado nuestra estancia en Montevideo. 


SEÑORA LAURENZO (Patricia).- Soy catedrática de Derecho Penal en la Universidad de Málaga y 
vengo como parte de la delegación de España, que es el país donde me muevo desde hace treinta años, 
donde vivo, tengo magníficos amigos y estoy absolutamente integrada, pero no puedo dejar de decir 
que nací en Paysandú, por lo que mi origen es de aquí, de Uruguay; me fui muy jovencita pero de todas 
maneras vengo mucho y tengo aquí mi familia. 


Por lo tanto, además del agradecimiento que uno siempre tiene cuando lo invitan a participar en algo tan 
importante como un proceso de reforma penal, para mí este es un motivo de satisfacción muy íntimo y 
personal porque es una gran alegría poder venir desde fuera pero sabiendo que, al fin y al cabo, estoy en mi 
país y lo pequeñísimo que pudiera aportar a este proceso tan importante me haría sentir absolutamente 
encantada. 


No quiero repetir lo expresado por mis compañeros. Me parece que, efectivamente, el momento es 
importante y uno se emociona particularmente porque no es lo mismo ir a dar una conferencia a cualquier 
país al que uno va y quizás cuenta su experiencia en derecho comparado con respecto a determinado tema, 
que estar exactamente en el lugar en el que se están creando las leyes. Especialmente para quienes somos 
penalistas, acudir a un encuentro en el que se están debatiendo temas tan importantes de cara a la reforma 
penal es un motivo de orgullo y, al mismo tiempo, de muchísima responsabilidad. 


Obviamente, lo que nosotros podamos aportar va a ser muy humilde -como lo han dicho los compañeros-, 
desde la visión que nos ofrece la experiencia en otro país, pero en el que hemos pasado por muchas cosas por 
las que quizás ahora se esté pasando aquí, inclusive, en temas de debate. Al igual que mi compañera María 
Acale, voy a hablar acerca de temas de violencia de género. Nosotros hemos pasado una experiencia judicial 


de aplicación de leyes en esa materia, que quizás pueda aportar algo a la perspectiva que se pueda incluir en 
la futura reforma penal. 


Creo que realmente este es un momento complicado y al mismo tiempo importante ya que se asume una 
reforma penal en una época en la que estamos en pleno proceso de expansión del derecho penal, donde todo 
se quiere convertir en delito. Por eso, tener foros de reflexión y debate tranquilo, reposado, quizás atendiendo 
una serie de recomendaciones que puedan venir de quien ya ha pasado por una experiencia similar en algunos 
ámbitos, realizando comentarios conjuntos, me parece tremendamente importante para no ceder a esa presión 
enorme que últimamente se está teniendo por la demanda de la ciudadanía en cuanto a una intervención penal 
muy intensa. Me parece que a veces es difícil para quien está legislando poder controlar ese peso muy fuerte 
que viene de la sociedad demandando intervención penal a toda costa. 


Si en algo podemos contribuir o colaborar en la tarea de reflexión, estaremos encantados. Agradecemos 
muchísimo que nos hayan invitado. 


SEÑOR MEINI (Iván).- Soy profesor de Derecho Penal de la Universidad de Lima, Perú. 


No quiero repetir lo expresado por mis compañeros sino simplemente enfatizar lo que ha dicho el profesor 
doctor Terradillos en el sentido de que venimos con absoluta humildad a contribuir en un proceso complejo 
como es la revisión y reforma del Código Penal. Se trata de un Código Penal caracterizado por la existencia 
de muchísimas leyes penales especiales, de manera que la codificación, la sistematización, la actualización o 
la puesta en relieve de los problemas actuales sobre los cuales tiene que pronunciarse el derecho penal no es 
cuestión sencilla. 


Nosotros simplemente venimos a aportar en temas muy concretos como penal económico, violencia de 
género, criminalidad organizada, delincuencia informática, solo por mencionar algunos rubros que cada vez 
que se reforman los Códigos Penales en los países de la región parecen ser los más importantes. 


En todo caso quisiera anotar una idea y es que cualquier proceso de reforma penal al final termina siendo una 
interrogante para buscar un equilibrio entre seguridad y libertad. Solemos ver los Códigos Penales como 
códigos represores de la libertad cuando, en realidad, un proceso de reforma es una muy buena oportunidad 
para plantear el problema desde la otra orilla. Los Códigos Penales deberían ser códigos que recogieran o 
establecieran ámbitos de libertad de actuación. Es decir que cuando se sanciona o reprime a una persona lo 
que se hace, en realidad, es garantizar la libertad del resto y eso es lo que hay que reivindicar: seguridad sí, 
sancionando comportamientos que ponen en riesgo bienes jurídicos, pero también teniendo en cuenta la 
libertad a la cual tienen derecho las personas. Ese equilibrio entre la seguridad que hoy en día es una 
demanda social por seguridad, sobre todo penal -como ha mencionado la profesora Patricia Laurenzo-, no 
debería hacer que se pierda de vista el derecho a la libertad, que también es un derecho fundamental. 


Tengo la experiencia de haber participado en el proceso de reforma del Código Penal peruano. Estuvimos 
siete años reformando ese Código Penal, hemos culminado hace dos años, y el resultado es nefasto; es peor 
que el Código Penal que teníamos antes y que hemos revisado. Digo nefasto porque, en realidad, la decisión 
final que se tomó fue incrementar las penas y aumentar los delitos bajo la hipótesis de que esa es la solución 
a los problemas sociales y penales actuales. No digo que en algunos casos no se deban crear delitos y 
aumentar las penas, pero no puede ser esa la solución a todos los problemas. La represión que prevén los 
Códigos Penales no puede sino ser antecedida de la prevención, que es absolutamente necesaria, y ese es otro 
aspecto que en un proceso de reforma de Código Penal no debería pasar desapercibido. La represión 
presupone prevención. 


Quisiera dejar el tema por aquí porque, en realidad, la jornada de mañana es la que está llamada a introducir 
los temas y generar el debate. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Naturalmente, me sumo a las expresiones de bienvenida a nuestros 
distinguidos visitantes a quienes agradecemos pues seguramente habrán de ser aportes muy valiosos 
para la tarea que hemos de realizar. 


Por supuesto que será responsabilidad de los legisladores uruguayos encontrar las normas adecuadas a 
nuestra sociedad, pero ¡vaya si es importante y necesario que juristas con trayectoria internacional nos 


muestren cómo se está trabajando en el mundo para enfrentar problemas que nosotros aquí también debemos 
enfrentar! Creo que esa perspectiva que nos van a aportar nos va a ser enormemente útil. 


Considero que se ha puesto bien el foco donde tiene que estar cuando se dice que la tarea es, por un lado, 
reprimir las conductas que se considera que deben ser punibles y, al mismo tiempo, garantizar la libertad de 
las personas. Esas son las dos caras de la tarea a cumplir. Por un lado, es necesario responder a fenómenos 
nuevos que no existían en 1934, cuando se sancionó el Código Penal actualmente vigente en Uruguay, pero 
por otra parte tenemos que responder no de la manera en que responde el legislador en materia civil, 
comercial o cualquier otra. La materia penal plantea exigencias muy específicas y particulares. Nosotros 
debemos atrapar esos fenómenos que impactan en la sociedad de hoy, que hacen daño y que consideramos 
que en algunos aspectos deben ser castigados penalmente, pero no debemos hacerlo con la generalidad de las 
amplias fórmulas discursivas sino con la precisión necesariamente quirúrgica que deben tener las normas 
penales para que permitan castigar lo que debe ser castigado y, al mismo tiempo, amparen a quien no incurra 
en esas conductas que el tipo penal debe indicar con toda precisión. Estamos frente a esa tarea y, 
seguramente, el auxilio y aporte de nuestros distinguidos visitantes será de gran ayuda para que podamos 
realizarla de la mejor manera posible. 


Por lo tanto, en el día de mañana los vamos a escuchar con muchísima atención. 
SEÑOR ABDALA (Pablo).- Me sumo a la bienvenida a nuestros visitantes. 


Quiero plantear una consulta, porque tenemos que aprovechar la presencia de expertos en la materia que 
estamos analizando, que es la penal, para obtener el mejor asesoramiento y extraer elementos que nos ayuden 
a definir nuestra orientación general sobre política criminal. Sin duda, se hace política criminal a la hora de 
modificar el Código Penal y, por lo tanto, de tomar las decisiones. Precisamente, en el ámbito del Poder 
Legislativo dentro de poco tiempo vamos a tener que adoptarlas, porque esto se inscribe en un proceso que 
está en marcha, es decir, la revisión y actualización del Código Penal de 1934. 


Quiero aprovechar la oportunidad para hacer una consulta sobre un asunto que no termino de comprender - 
algo se insinuó en las palabras introductorias de los expertos aquí presentes-, porque creo que no está 
definitivamente claro, ni siquiera en el ámbito de quienes construyen la doctrina penal, por lo menos en el 
Uruguay. He escuchado hablar de este asunto tanto a partir de reflexiones de carácter general como de 
reflexiones referidas a decisiones legislativas que hemos adoptado en esta Cámara; por ejemplo se cuando 
discutimos -aquí hay muchos compañeros que intervinieron directamente en ese debate- la sanción de la 
llamada ley de responsabilidad penal empresarial y la propuesta del Poder Ejecutivo para introducir el delito 
de feminicidio, que está en análisis y que va a ser parte del proceso legislativo que vamos a iniciar. 


La consulta es en qué medida el derecho penal por sí mismo educa, persuade, intimida, disuade o contribuye, 
por lo tanto, a desalentar determinadas conductas de parte de quienes las protagonizan. Esta es una discusión 
que se da entre los propios penalistas. Yo, por lo menos en el ámbito de los integrantes del Instituto de 
Derecho Penal del Uruguay, he escuchado las dos opiniones con relación a este tema, y me ha dado la 
sensación de que hay algunos juristas que se inclinan por una respuesta afirmativa y, otros, por una negativa; 
algunos dicen que está bien tipificar determinadas conductas, agravar las penas y prever mayores o menores 
atenuantes, agravantes, causas de impunidad y de justificación porque contribuye a determinado efecto, y hay 
otros que señalan que no es así, y asocian esa teoría a lo que conoce como la inflación en materia de derecho 
penal y recomiendan no recorrer los caminos de introducir en el Código mucho más de lo que ya está 
dispuesto que, por supuesto, en cualquier momento se puede actualizar. 


Sobre este aspecto específico, que tal vez esté en el inicio de cualquier reflexión o análisis, me gustaría tener 
una opinión porque a partir de allí, obviamente, después habrá que bajar esos conceptos a cada capítulo del 
Código, a cada delito específicamente previsto, a cada ilícito penal. Considero que este es un tema esencial 
de política criminal que, por definición, es discutible; de hecho, se discute. 


No sé si quienes hoy nos visitan pueden adelantar una opinión o transmitir una visión de cómo ven este 
aspecto que, reitero, me parece central en el debate que estamos llevando a cabo. 


SEÑOR TERRADILLOS (Juan).- Esa es la cuestión fundamental que se tiene que plantear cualquier 
ciudadano que pretenda entender la cuestión penal y aportar algo a la problemática penal. 


Lo que ocurre es que no podemos incurrir, quizá en el error, de plantearnos las cuestiones en blanco y negro; 
hay que penalizar; no hay que penalizar; la ley penal es eficaz; la ley penal no es eficaz. 


Lo primero que tenemos que hacer como legisladores -permítanme que me arrogue esa condición que no 
tengo- es saber que el delito, como todos los fenómenos y comportamientos sociales, tiene causas, y que la 
solución a los problemas que generan esas causas no está en la mano del legislador penal 


Entonces, el legislador penal siempre debe tener conciencia de que su trabajo se tiene que integrar en 
políticas criminales de amplio espectro que incluyan, naturalmente, políticas sociales. 


Desde ese punto de vista, me preocupa -al igual que a todos- el posible expansionismo punitivista, que se 
puede generalizar a partir de determinados acontecimientos políticos. Entonces, como dije, nadie se puede 
plantear blanco sobre negro. 


Respondiendo a la pregunta digo que el derecho penal educa y persuade. Persuade poco porque desde el 
comienzo de la historia tenemos leyes penales y, sin embargo, el mundo del delito sigue creciendo. Reitero 
que las causas del delito y sus manifestaciones van más allá de los muros del Congreso y, en consecuencia, 
en los muros del Congreso no se van a poder solventar milagrosamente. 


¿Esto quiere decir que el derecho penal tenga que retroceder hasta las propuestas del derecho penal mínimo? 
La función esencial del Estado de derecho es la prevención. En un sistema penal organizado, con una mínima 
coherencia y honestidad, el delito es negación de derechos. El Estado de derecho no puede mirar a otro lado 
cuando se comete un delito, porque el Estado democrático se caracteriza por defender derechos, no solo por 
votar cada cuatro años para que lo haga. La lucha contra el delito tiene que ser la lucha por la tutela del 
derecho. 


El Estado democrático no puede mirar para otro lado ante ataques intolerables a derechos fundamentales. Y 
eso es lo que debe ser el delito. 


Entonces, existe esta apelación machacona, sin demasiados contenidos, a paralizar la inflación penal. 
Obviamente, todos debemos defender que el derecho penal se autolimite, de acuerdo con los criterios de 
limitación de tus puniendi que conocemos desde el pensamiento ilustrado -llevamos dos siglos y bastantes 
decenios conociéndolos, pero los aplicamos poco-; derecho penal limitado, pero derecho penal que 
intervenga. ¿Cómo última ratio? Como ultimísima, pero no como nulla ratio. 


¿El derecho penal educa, persuade? Si los grandes valores, los grandes bienes jurídicos, los derechos 
fundamentales se pueden desconocer, contrariar, ningunear y minimizar sin que haya una respuesta 
sancionadora, la idea que se difunde entre la ciudadanía es que, en realidad, no son valores, derechos o bienes 
jurídicos tan importantes. Ese es el elemento educativo que debe cumplir el derecho penal: dar a la sociedad 
la imagen de seriedad 


Si la Constitución establece que tengo derecho a la vida, hay que castigar el homicidio, aunque sepa que va a 
seguir habiendo homicidios por más que suba las penas en el código penal 


¿Quiere decir esto que tenemos que quitar los delitos de homicidio del código penal? No. ¿Quiere decir que 
tenemos que aumentar sin límite las penas? Tampoco. El derecho penal tiene que ocupar el lugar de última 
ratio, pero tiene que ser última ratio 


Hablemos de los delitos de violación clásicos, presentes en todos los códigos penales del mundo. ¿Alguien 
cree que porque esté tipificada la conducta de violación se va a terminar con las agresiones sexuales? 
Evidentemente, no. 


Entonces, hay que hacer mucho más que el derecho penal: hay que hacer escuela; hay que hacer dignidad; 
hay que hacer respeto al prójimo; hay que vender el sexo como placer y no como instrumento de agresión. 
Este proceso es lento, pero es lo que va a funcionar. ¿Hasta que la escuela funcione al cien por ciento y 
evitemos las agresiones sexuales tenemos que invalidar el derecho penal y destipificar este tipo de delitos? 
Supongo que nadie va a decir eso. Planteen ustedes, mutatis muntandis, las posibilidades de analizar otros 
eventos delictivos en los mismos términos. ¡Claro que tenemos que hacer políticas criminales más amplias! 
¡Claro que el derecho penal no puede ser el pretexto para la inhibición estatal y mirar hacia otro lado frente al 


delito, creyendo que, como ya tenemos leyes penales que lo castigan, lo vamos a solventar! Esa carrera hacia 
el punitivismo sería estúpida, pero la carrera buenista, ingenua al minimalismo exacerbado, que supone 
complicidad del aparato público con el ataque a los derechos fundamentales que supone el delito, sería una 
mala alternativa. 


Vuelvo a lo que decía inicialmente, cuando tuve el placer de saludarles a ustedes: humildad. Sabemos lo poco 
que podemos hacer con el código penal, pero vamos a hacerlo. 


SEÑORA ACALE (María).- Solamente quiero añadir una cosa más. 


Ustedes han puesto el dedo en la llaga porque, muchas veces, pensamos que cuanto mayor sean las penas, si 
elevamos las penas, menor delincuencia va a haber. El problema está en que no toda la delincuencia actúa 
con un esquema de coste-beneficio. A lo mejor ese esquema puede ser útil para hacer frente, precisamente, a 
la delincuencia de cuello blanco, que puede estar más enfocada en sacar un beneficio económico con sus 
conductas y puede plantearse los riesgos que va a llevar la comisión de un delito, si le compensa actuar en 
contra de la norma penal o si, teniendo en cuenta ese esquema de coste-beneficio, es mejor abstenerse de la 
realización de la conducta. De ahí, por ejemplo, que en esta concreta parcela de la criminalidad que es capaz 
de actuar con ese esquema coste-beneficio, quizás sea interesante sustituir las penas de multa -porque son 
fácilmente afrontables por parte de este sector de la población que tanto dinero acumula- por penas privativas 
de libertad cortas y de efectivo cumplimiento, por ese efecto shock que puede llevar aparejado para este 
sector de la delincuencia, pero no para otro. 


Se hizo referencia al feminicidio. En España tenemos una cifra de mujeres muertas que ronda en torno a 
cincuenta y siete al año. Por cierto, acabamos de reformar nuestro código penal y se ha incorporado la pena 
de prisión permanente revisable para unos concretos delitos en particular. No está previsto para el feminicidio 
e, inmediatamente, tal como entró en vigor la reforma del código penal, el 1* de julio, desde determinados 
sectores de la opinión pública española se ha propuesto reformar el código recién reformado para aplicar esa 
pena de prisión permanente revisable al autor de la muerte de su mujer. 


Esto tiene poco sentido. Al la vista está, por ejemplo, el índice tan elevado de maltratadores que, una vez que 
han matado a sus esposas, se suicidan. Es decir, a ellos no les importa la vida; entonces, ensañarnos con 
imponer a este sector de la población penas muy graves, sin intentar por otra parte incorporar otros elementos 
a nuestro ordenamiento jurídico que complementen la actuación penal, carece de sentido. Ya lo decía 
Beccaria a finales del siglo XVIII: no intimida más la pena extensa en el tiempo sino aquella pena que por la 
eficacia de la actuación policial, por la agilidad de la justicia, se sabe de efectivo cumplimiento 


Entonces, no solo basta con imponer más penas sino que hay que robustecer el ámbito del derecho procesal 
penal, que me parece muy importante. Estoy hablando de la tutela procesal de las víctimas que, en cierta 
medida, son quienes están detrás de muchos debates que en la opinión pública al día de hoy nos están 
pidiendo más penas, más prisiones permanentes revisables, perores cumplimientos de la pena privativa de 
libertad, más tiempo en aislamiento en celdas, que no sirve para nada, porque esas personas tendrán que 
volver a salir de la prisión. 


SEÑORA LAURENZO (Patricia).- Se han tocado fibras sensibles con este tema, por lo que creo que 
vamos a hablar todos. 


Respecto de lo que han dicho los compañeros, quisiera añadir que, desde mi punto de vista -quizás con esto 
soy un poco radical- que el proceso de crítica brutal a la creación de nuevos delitos, hablando 
permanentemente de expansión del derecho penal o inflacionismo penal, también tiene mucho que ver con el 
interés de los poderosos. Al menos en España se empezó a hablar de manera fuerte de esto y a producirse 
grandes críticas fue cuando, precisamente, se estuvo pensando en crear delitos que ya no sancionaran 
solamente al delincuente clásico, de clase baja, que vive en familias desestructuradas, etcétera -es decir, al 
típico ladrón, al asesino por temas de drogas o al pequeño traficante de drogas- sino al empresario que 
comete esos delitos -que estamos viendo en España, por ejemplo, con auténtico asombro- de grandes 
blanqueos de capitales, cuando se empieza a hablar de todos los delitos societarios, cuando aparecen todos 
los temas de corrupción. Ahí, sorprendentemente, comienzan a aparecer críticas muy fuertes y todo es 
inflacionismo penal. 


Entonces, hay que tener mucho cuidado con eso. Hay una serie de circunstancias nuevas, que la sociedad 
capta como problemas importantes para su estructura y su funcionamiento. En estos casos, si se requiere la 
intervención penal, no es inflacionismo sino necesidad, y hay que asumirlo, aceptarlo porque, como bien 
decía mi compañero profesor Terradillos, aparecen bienes jurídicos de gran importancia, que en buena 
medida estaban ocultos detrás de una visión del delincuente absolutamente pensada en términos de 
marginalidad. Es decir, la cosa cambia mucho cuando resulta que aparecen delincuentes que ya no son 
marginales sino sujetos profundamente integrados a la sociedad. Ahora mismo, en España, estamos 
procesando a una infanta. Ese tipo de casos, paralelamente dan lugar a que se diga: “¡Uy, todo es 
inflacionismo penal!”. No; cuidado. Hay necesidades nuevas, visiones distintas y, a lo mejor, también se está 
empezando a hacer justicia en algunos ámbitos en los que no se había hecho desde la perspectiva penal. 


Por otro lado, preguntaban si el derecho penal educa. ¡Hombre! Creo que el derecho penal no educa ni 
educará nunca. El derecho penal no está hecho para educar, sino para prevenir. Sí me parece indiscutible que, 
hoy por hoy, el derecho penal tiene una potencia enorme como poder comunicativo, para trasmitir a la 
sociedad. Nos guste o no, ese papel lo tiene porque la sociedad lo ha admitido así. Entonces, tiene una gran 
fuerza para trasmitir a la sociedad valores sociales o desaprobar otros de manera muy intensa; es eso que se 
llama derecho penal simbólico, que también está profundamente denostado. De todos modos, yo creo que ese 
poder comunicativo no se puede negar y que no es ilegítimo utilizar el derecho penal en ese sentido, siempre 
y cuando las normas que se creen estén vinculadas con la protección o al servicio de la protección de bienes 
jurídicos. 


El problema es cuando se utiliza el derecho penal con fines puramente simbólicos y, por lo tanto, políticos. 
En esos casos -desde mi punto de vista-, sí entramos en el ámbito de la ilegitimidad. Voy a poner un ejemplo 
seguramente muy polémico pero que me parece bastante claro 


Poco antes de la última reforma penal en España, entre los partidos políticos más clásicos -creo que no fue 
entre todos- se firmó un pacto antiyihadista con motivo del terrible tema del terrorismo islámico, que está 
golpeando muy fuerte en Europa. Entre los nuevos delitos, se creó el adoctrinamiento pasivo, en el que se 
castiga el simple hecho de consultar páginas web de contenido yihadista, cosa que muchos hemos criticado 
diciendo que es una intromisión intolerable en la intimidad de las personas, por si se queda ahí. Otra cosa es 
que este señor, después, trafique con armas, adoctrine a terceros, etcétera. El problema es que se castiga el 
simple hecho de entrar en esas páginas web. 


Para mí, esto es un ejemplo claro de uso puramente político y simbólico del derecho penal. En primer lugar, 
es difícil que a alguien se lo pueda encontrar y detener por eso, porque está en la intimidad de su casa. 
Además, aquí se está tratando de trasmitir solo un mensaje de tranquilidad a la sociedad, que detrás no tiene 
nada más, porque se sabe de antemano que eficacia no va a tener absolutamente ninguna. 


Me parece que el límite debe estar ahí. ¿El derecho penal educa? No; no lo hace. Ahora bien, tiene una gran 
potencia para enviar mensajes, y si las normas, a su vez, están al servicio de la protección de bienes jurídicos, 
no son ilegítimas. Cuando el uso es puramente político, con el fin de tranquilizar a la población y sin ninguna 
perspectiva de que se pueda prevenir la comisión de delitos, entonces, para mí ahí está el límite que no se 
debería traspasar porque sería pura inflación penal. 


SEÑOR MEINI (Iván).- De manera puntual, quisiera añadir dos comentarios. 


Efectivamente, el derecho penal no educa, pero tampoco creo que nadie cuestione la necesidad de que el 
derecho penal intervenga en ciertos ámbitos en los cuales todos estamos educados: la protección penal de 
derechos humanos, la criminalidad organizada, la prevención y represión de lavado de activos, el derecho 
penal económico, incluido el derecho penal del trabajo. En esos ámbitos, nadie puede cuestionar que la gran 
mayoría de las personas -por no decir todas- sabemos perfectamente, más allá de que conozcamos o no la ley 
penal escrita, que hay comportamientos que son socialmente disvaliosos y que generan un reproche social y 
jurídico. En ese caso, para cuestionarnos sobre si la ley penal va a educar o no, en realidad, la respuesta hay 
que buscarla antes. O sea, son comportamientos que tienen un sentido antisocial tan manifiesto, tan evidente, 
que nadie puede cuestionar que el derecho penal incida en esos ámbitos justamente porque tiene que proteger 
derechos fundamentales. Esto es como jugar fútbol: Luis Suárez, por más que sea un jugador extraordinario, 
no puede jugar solo, no va a ganar un partido. Pueden reformar el Código Penal y tener un código penal 
hermoso, incorporando las experiencias del derecho comparado más actualizadas, pero eso tampoco va a 


garantizar ningún éxito. Se requiere prevención, con políticas públicas, y se necesita algo posterior: dar una 
mirada al proceso y a la ejecución de las penas. Podemos tener leyes penales exquisitas, pero si el sistema de 
enjuiciamiento, de investigación y de ejecución de penas no es libre de ciertos grados de corrupción que le 
impidan funcionar con celeridad y que le permitan transmitir un mensaje de eficacia a la sociedad, tampoco 
se va a avanzar mucho. 


El derecho penal forma parte de un sistema complejo y hay algo previo, que es la prevención, y hay algo 
complementario, que es lo procesal y la ejecución de las penas. 


Sí vale la pena tener una mirada integral para no quedarse solo con un jugador, sino tener once en el campo 
que permitan -digamos- combatir la criminalidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias, vamos a hacer una ronda de preguntas. 


SEÑOR MAHÍA (José Carlos).- Me sumo a la bienvenida. Estamos seguros de que este intercambio va 
a ser muy provechoso para nosotros, así como la experiencia que ustedes puedan aportar para el 
análisis a la hora de considerar la reforma del Código Penal. Quisiera hacer algunas consideraciones 
generales y algunas preguntas. 


En lo personal, me ha tocado ser legislador durante diez años en la oposición y once, ahora, en el Gobierno y, 
por tanto, me ha tocado ver la evolución o cómo se ha trabajado en esta materia en el Parlamento. Lo primero 
que recuerdo, en el primer período en que me tocó actuar como legislador, fue la creación de la ley de 
seguridad ciudadana, que supuso un acuerdo multipartidario. Estoy hablando -si no recuerdo mal- del año 
1996. Esa ley suponía el incremento de algunas penas con respecto a lo que estaba vigente. Luego hubo otras 
medidas, en otras legislaturas, enmiendas que fueron incrementando penas durante los distintos gobiernos. 
Ahora tenemos el desafío de intentar hacer algo muy pesado, que ya venía muy trabajado por otros colegas 
en el período anterior y estuvo cerca de salir, que es abordar el Código, que es de una densidad muy 
importante. 


Ahora bien, en ese sentido será nuestro trabajo tratar de no caer en ninguno de los dos extremos, con todo lo 
que conllevan desde el punto de vista ideológico ambas cuestiones, es decir, el no seguir la inflación penal 
simplemente para transmitirle tranquilidad a la gente que muchas veces nos reclama leyes más duras porque 
viven una situación angustiante, ni tampoco dejar como si no pasara nada y no hacer nada. No olvidemos que 
nos manejamos con una ley que tiene sus años. Llevar a letra y a derecho este tipo de cuestiones no va a ser 
tarea fácil, por la actualización que se requiere y por no ir -en términos futbolísticos- de palo a palo, sino 
trabajar con el equilibrio adecuado. 


Por ejemplo -y aquí voy a la pregunta-, se ha tomado como referencia la experiencia en España de la 
definición del feminicidio. En Uruguay he escuchado comentarios del presidente de la Suprema Corte de 
Justicia acerca de que cuando se habla de homicidio no se refiere al hombre, sino a la definición de homicidio 
como ser humano y que, en todo caso, estaba de acuerdo -es su opinión- en incrementar las sanciones para 
aquellos agresores a mujeres sin cambiar necesariamente la definición -dicho por alguien que no es experto 
en derecho, como es mi caso, y lo aclaro para que lo sepan los invitados-, sin cambiar la denominación 
técnica, jurídica o semántica. Eso fue planteado públicamente en nuestro país. Sobre este asunto aún no 
hemos tomado definición; como ustedes saben, no hemos trabajado en ello. Quisiera saber qué cometarios les 
merece esto. 


(Ingresa a sala el doctor Luigi Foffani, director del Departamento de Derecho y docente de Derecho 
Penal en la Universidad de Módena y Reggio Emilia) 


En iguales términos consulto sobre la situación, no de los menores de edad en general -aquí estamos 
hablando hasta los de dieciocho años-, sino particularmente de los más chiquitos, los infantes, que para mí 
son los más vulnerables dentro de la sociedad en su conjunto. Es mi opinión. 


Ojalá que mañana podamos seguir la conferencia que van a brindar. Estos son aspectos que nos competen 
como legisladores, pero para insumo de trabajo, para la reflexión y para una mejor definición los aportes son 
muy bienvenidos. 


Gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Le damos la bienvenida al doctor Luigi Foffani, director del Departamento 
de Derecho y docente de Derecho Penal en la Universidad de Módena y Reggio Emilia. 


Los integrantes de las Comisiones de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración y de 
Legislación del Trabajo de la Cámara de Diputados estamos muy agradecidos por esta visita, realmente está 
siendo muy interesante. Quisiera darle la palabra, en mi calidad de presidenta y si los integrantes de la 
comisión lo autorizan, al presidente de la Comisión de Legislación del Trabajo, Oscar Andrade. 


(Apoyados) 


SEÑOR ANDRADE (Óscar).- Quiero sumarme a la bienvenida y aprovechar el antecedente expuesto 
por el señor diputado Mahía para hacer algunas consideraciones. 


Pienso que no siempre se puede dar respuestas en abstracto; hay respuestas que tienen que ver con la 
circunstancia concreta, material, objetiva. En el caso del debate acerca de tipificar el delito de peligro para las 
violaciones graves a la normativa laboral que pusieran en riesgo la integridad física y la vida de los 
trabajadores, la circunstancia nacional era cercana a la impunidad. Para el peligro era impunidad, porque el 
delito no estaba tipificado, y hablo de cualquier peligro que se nos pudiera ocurrir, hasta el más dramático. 
Supongamos un galpón clausurado donde cincuenta mujeres fueran obligadas a trabajar bajo encierro y con 
gases, allí, la única circunstancia de probar delito era que alguna de esas mujeres muriera o sufriera lesiones 
graves; de lo contario, esa práctica no estaba penada, en todo caso, se establecía una multa. Por ejemplo, un 
andamio en estado calamitoso y con tablones podridos estaba clausurado, pero el empresario rompía la 
clausura y subía a niños de diez años, sin cinto y a un vigésimo piso, eso, en Uruguay era solo pasible de una 
multa porque no había otras sanciones, aunque pensáramos en el más grave riesgo que pudiera ocurrir. En 
realidad, hay un primer principio, que no es considerar si esa práctica puede seguir produciéndose, sino si es 
justo que solo se aplique una multa o está bien que sea delito, aun muy leve y excarcelable. En realidad, con 
respecto a ese tema tuvimos una polémica que atravesó el país durante dos o tres años. 


Lo otro es la percepción de la impunidad. Si bien es cierto que los artículos 314 y 316 de nuestro Código 
Penal, que refieren a homicidio y lesiones, disponen la posibilidad de establecer delitos penales ante un 
siniestro grave y mortal, sin embargo, con más de 17.000 siniestros que culminaron en la muerte o en la 
discapacidad de por vida de quienes los sufrieron -en esto no estoy incluyendo a las discapacidades que no 
llegan a los dos tercios de los baremos que establece el Banco de Seguros para otorgar las pensiones 
permanentes; estoy dejando de lado a decenas de miles de discapacidades un poco menos severas que estas-, 
me sobran los dedos de una mano para contar a los empresarios procesados por esos hechos desde 1990 a 
2012. 


En este caso, si comparamos nuestra legislación con la española y con los resultados que ha obtenido en 
cuanto a siniestros mortales y procedimientos judiciales, efectivamente, nos sentíamos como en la Edad 
Media en términos de eficacia. Además, muchísimos casos se archivaban sin siquiera pedir el informe sobre 
el siniestro al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Por lo tanto, en la práctica -todos los legisladores la 
conocen porque fue largamente fundamentada- en torno a esta circunstancia se vivía una sensación de 
impunidad muy grande. Es más: los actores sociales, tanto trabajadores como empresarios, entendían que no 
existía la posibilidad de tipificar delito aun cuando hubiera delito. 


En realidad, el punto de partida fue ese, porque la percepción de impunidad era gruesa como una roca, y en 
esa circunstancia específica se elaboró una norma específica que hay que entenderla como tal, además de ser 
justos. Sin duda, esa es la primera premisa que se debe tener en cuenta para defender una norma, pero eso es 
axtológico, porque a mí algo me puede parecer justo y al compañero que está a mi lado puede parecerle que 
no lo es; en realidad, él puede entender que la justicia pasa por establecer una multa administrativa, y yo no, 
por lo que tendremos una diferencia. 


Además, su instrumentación, su aplicación, teniendo en cuenta el punto de partida, fue compleja 
considerando la opinión política, que también partió de una discusión concreta, y es que además es útil desde 
el punto de vista del incremento de las medidas. Yo creo que parte de eso lo respondió la realidad, porque los 
Decretos N* 125 y N” 187 son posteriores a la norma, y la reglamentación del Convenio N* 161 de la OIT 


también es posterior a la norma. Por lo tanto, no hay dudas; solo hay que consultar la venta de elementos de 
seguridad que se produjo después da la aprobación de la norma para tener datos concretos y saber cuál fue el 
impacto. Asimismo, podríamos analizar la carga horaria de los técnicos previsionistas, la cantidad de técnicos 
previsionistas que se incluyeron y los cursos que se llevaron a cabo, para conocer la realidad. Sin duda, basta 
con repasar los datos estadísticos de siniestralidad del último año para darse cuenta de que la norma 
contribuyó mucho. Por supuesto, eso no fue lo único que contribuyó a la mejora; ese debate es con nadie. 
Pensar que una norma penal puede resolver el complejo panorama de las relaciones laborales es un debate 
que se puede dar solo con quien haya defendido eso alguna vez. Seguramente, con nosotros no, en tanto 
nuestra práctica demuestra que hemos trabajado en toda la línea: en cursos de formación, en la 
sindicalización, en una nueva ley de salud y seguridad integral. En ese sentido, también nos cuesta decir que 
la última ley integral que tenemos en el país es de 1914; es de muy atrás, y por ello tenemos la necesidad de 
avanzar en esa dirección. 


Soy de la idea de que existen diferentes varas para medir el avance penal según el sujeto al que este le cae. 
En realidad, cuando el avance penal les cae a sectores que, en general, no están comprendidos -nuestras 
cárceles están llenas de jóvenes pobres, por abrumadora mayoría, y no solo las cárceles de nuestro país, sino 
también las de América Latina toda-, existen presiones mayores y a veces se presentan más dificultades para 
abordar consensos. Está claro que este primer aspecto acerca de si era justo o no fue parte del debate; como 
también fueron parte del debate el segundo aspecto, de si instrumentalmente servía o no, y el tercero, en 
cuanto a si se amparaba a derecho, es decir, si era constitucional o no. En realidad, creo que atravesamos una 
discusión de varios años y que terminó enriqueciendo el debate, porque logró colocarlo en la agenda. Sin 
duda, creo que es un mérito de todo el sistema político haber discutido el tema con esa intensidad. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS (Pablo).- En primer lugar, quiero agradecer la presencia de todos 
ustedes, como así también sus palabras, que han bastante enriquecedoras. 


Por otro lado, quisiera reflexionar sobre algunos de los temas abordados y solicitarles alguna opinión. 


En realidad, no solo quiero hacer referencia a la necesidad de modificación y actualización del Código Penal 
-que es lo que estamos discutiendo- ya que también me gustaría saber si ustedes ven posible -el catedrático 
peruano lo insinuaba e hizo alguna referencia al respecto- instalar un sistema de seguridad pública que apunte 
a todas las etapas, de manera tal que no estemos permanentemente discutiendo lo que decía el señor diputado 
Mahía, esto es, la inflación penal: “Aumentemos las penas para que quienes cometen delitos vayan más 
tiempo presos”; “No, eso no es eficiente, pongámoslos presos así los excluimos”; “No, eso no los reconvierte 
y no podemos tener a las personas tanto tiempo presas”. Todas estas discusiones incluyen parte de la razón de 
cada lado, pero con ellas no abordamos la globalidad de todo un sistema que seguramente pasa por la 
prevención, pero también por la educación, por un quiebre cultural que se está dando en Latinoamérica y 
probablemente en muchos países del mundo, por lo menos los latinos. 


Hay una situación en la que nosotros estamos teniendo problemas que van avanzando. Cada vez hay más 
delitos, y si bien no podemos poner a la gente presa por más tiempo, tampoco podemos permitir que se sigan 
cometiendo esos delitos. 


Entonces, me gustaría saber cuáles son los mecanismos que ustedes imaginan que debe tener un sistema en el 
que en mi opinión deben participar los operadores jurídicos, la fiscalía, los jueces, la policía y las cátedras, 
pero que considero que tiene que ser algo mucho más global. Mi impresión es que cuando nosotros 
abordamos parcialmente cada uno de los temas, lo hacemos mal, y discutimos temas puntuales. Me siento 
tentado a preguntarles, con relación a los delitos económicos, cómo han enfocado hacia el sistema político 
todo lo relativo a la fuga del derecho administrativo. Dentro de nuestro sistema político -en el que hay mucha 
todología, ya que todos somos un poco todólogos y opinamos de todo un poco- no hemos sabido encarar una 
solución de manera global para mejorar todo este tema. Discutimos a la ofensiva y a la defensiva, diciendo: 
“Se cometió determinada irregularidad, pero eso no es delito, no hay una falla. La comisión de ética no puede 
sancionar si no hubo un delito reconocido por la justicia y entonces quedó a salvaguardia”. Lo cierto es que 
tengo la sensación de que no hay un enfoque global sobre los caminos que debemos transitar; reconozco que 
quizás sea muy difícil hacerlo en la práctica, pero les pido una sugerencia para abordar ese tema desde la 
doctrina. 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- Por supuesto, me sumo a la bienvenida y agradezco su presencia. 


Me parece que a la luz de muchas de las cosas que se han dicho está claro que las exposiciones son 
prometedoras. 


En realidad, realizamos algunos discursos que tienden a expresar una mirada crítica de lo que nosotros 
mismos terminamos haciendo, porque la inflación penal que estamos criticando se plasma aquí, en esta Casa. 
Lo que pasa es que los políticos somos vulnerables a las presiones de la gente. 


Por supuesto, no conozco la experiencia en España, pero sí quiero decir que en Uruguay, claramente, el 
proceso de inflación penal no está vinculado exclusivamente a los delitos de cuello blanco; eso es así. De 
hecho, con la aprobación de la ley de seguridad ciudadana nos ha tocado enfrentar -aclaro que yo no era 
legislador cuando se aprobó dicha norma- el aumento de las penas y la creación de nuevos delitos, con lo cual 
se ha generado una falta de coordinación. Así, el principio de proporcionalidad se ha perdido absolutamente y 
se castigan más los delitos contra la propiedad que los delitos contra la vida. Para cada individuo que 
entiende que determinado delito debe ser tributario de una nueva figura delictiva o de más palo, más cárcel o 
más años de condena, ello es algo necesario y no constituye inflación penal. Seguramente, para cada uno, lo 
que propone es lo correcto y no es inflación penal, y lo que los demás proponen sí es inflación penal. 


Entonces, tenemos que enfrentar, por un lado, la ley de responsabilidad penal empresarial y la necesidad de 
bajar la edad de imputabilidad para los adolescentes y, por otro, el hecho de que nuestras cárceles cada vez 
tienen más presos. Uruguay es uno de los países de América que tiene más presos por cantidad de habitantes. 
Sin embargo, la gente sigue pidiendo más palo, más años de cárcel y, si fuera posible, un fósforo a las 
cárceles para no hablar más del tema. 


Hace poco tiempo, en la legislatura pasada, enfrentamos este tema cuando discutimos la posibilidad de 
despenalizar las sustancias psicoactivas de acceso ilegalizado. Hasta el día de hoy la opinión pública nos 
condena por haber dado ese debate públicamente y por haber querido que en un país donde el consumo de 
drogas no estaba ilegalizado tampoco estuviera ilegalizado su acceso, en una situación paradójica. 


Insisto: me parece que somos permeables; en parte, somos los responsables de la inflación penal, y cada uno 
de nosotros, para el delito que moviliza a su clientela, entiende que es correcto poner una mayor pena; a ese 
delito sí hay que ponerle una figura delictiva nueva, hay que aumentarle la pena, sí más años de cárcel. Los 
políticos tenemos que ser más autocríticos en esto, debemos tener orejas más grandes y, seguramente, la 
academia podrá aportar mucho sobre estos temas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Autorizamos con gusto al diputado Luis Puig a hacer uso de la palabra. 
SEÑOR PUIG (Luis).- Saludo a los integrantes de la delegación que nos visita. 


Queremos rescatar algunos de los ejes que han planteado en sus intervenciones. La necesidad del enfoque 
global es muy claro ejemplo de que uno de los aspectos sostenido con mucha fuerza no contribuye a encarar 
de la mejor manera la problemática planteada en cuanto a concebir la sanción del delito como supresión de 
derechos. Me parece que ese enfoque global es sumamente importante. Muchos debates se han dado en el 
Parlamento sobre diferentes leyes. 


Seguramente, en cuanto al objeto de la acción penal -a quien estaba destinado, aquel que de alguna manera 
podría hipotéticamente verse alcanzado por la acción penal- los diferentes sectores tienen diferentes formas 
de llegar a la opinión pública, diferente prensa. En el período pasado nos tocó convivir con dos discusiones 
que se entremezclaron. Por un lado, la discusión sobre la propuesta de bajar la edad de imputabilidad a 
dieciséis años que, de alguna manera, se planteaba como la llave que resolvería los problemas de seguridad 
en Uruguay, si bien la realidad nos decía lo contrario, es decir, que los delitos cometidos por los jóvenes 
representaban una cantidad mucho menor que los cometidos por los adultos y eran de menor magnitud. El 
crimen organizado y el narcotráfico no están dirigidos por jóvenes, mucho menos por adolescentes. Sin 
embargo, hubo una exposición tendiente a lograr que la opinión pública sancionara la baja de la edad de 
imputabilidad. Si se hubiera aprobado esa iniciativa, el resultado hubiera sido que las cárceles estuvieran más 
pobladas de jóvenes. 


Al mismo tiempo, se impulsaba la ley de responsabilidad penal del empleador teniendo en cuenta una 
situación material muy clara en la que en una población económicamente activa de un millón seiscientos mil 


trabajadores, muere un trabajador por semana en accidentes de trabajo, y donde no solo no estaba tipificado 
como delito que se pusiera en riesgo la vida del trabajador, sino que no existía en lo nacional un debate que 
permitiera ir alumbrando los diferentes caminos de esa globalidad que ustedes plantearon: la educación, la 
prevención, el respeto a la vida del trabajador. 


En esa oportunidad, sucedió algo que aquí se mencionó para los casos en los que la acción penal puede 
afectar a los poderosos. Hubo una fortísima campaña que sostenía que un empleador podía ir preso por el 
solo hecho de ser empleador. En realidad, lo que se estaba planteando era tipificar el delito de peligro, 
concretamente, cuando se ponía en “peligro grave y concreto”, tal como dice el texto de la ley redactada por 
el doctor Pablo Chargoñia, que nos tocó impulsar en la legislatura pasada. No se estaba hablando de una 
generalidad del papel que se ocupa en la producción o en la sociedad por el hecho de ser empleador. No; se 
hablaba de cuando se ponía en peligro grave y concreto la vida del trabajador. Esto dio lugar a un debate muy 
fuerte, en el cual estaba claramente establecido que hay diferentes tratamientos para quienes tienen una 
ubicación y otra en el plano de la sociedad. Efectivamente, se avanzó en esta ley que trajo aparejado, no que 
fuera un empresario preso -desde la aprobación de la ley, hace dos años, no ha ido un solo empleador preso-, 
sino un avance en prevención, en discusión, en ajuste de normas de seguridad. Creo que eso es un avance 
para el conjunto de la sociedad, pero cuando se entendió que se podía afectar a poderosos se desarrolló una 
campaña muy fuerte en el sentido de que se desconocían los derechos de aquellos que cumplen la función 
empresarial o de empleadores. Me parece que es importante lo que se planteaba en cuanto a la resistencia que 
encuentra el desarrollo de iniciativas penales cuando pueden afectar a determinados sectores. Entiendo que 
ese es un aporte importante. 


SEÑOR MEINI (Iván).- La interrogante que planteaba el diputado Iturralde es compleja; cuáles 
pueden ser las recomendaciones o sugerencias desde la academia, sin perder de vista la visión integral, 
a fin de poder tener cierta incidencia, es decir, para que la reforma tenga algún impacto en la 
criminalidad. Probablemente lo que diga sea muy utópico y se haya repetido muchas veces, porque 
suele estar muy alejado de la realidad. La implementación de políticas públicas -la política criminal es 
una política pública- requiere presupuesto y decisión política. Es decir, combatir el crimen cuesta 
dinero y demanda tiempo. 


He elegido como ejemplo para graficar esto un ámbito que me parece especialmente sensible, que de alguna 
manera ha sido puesto de relieve por el señor diputado Puig, como es el llamado derecho penal de menores o 
adolescentes, es decir, adolescentes en conflicto con la ley penal. 


Normalmente, las leyes penales que reprimen los comportamientos ilícitos de los adolescentes suelen ser más 
o menos similares a las que reprimen los comportamientos ilícitos de los no adolescentes, pero las leyes 
procesales para los mayores prevén, por ejemplo, principios de oportunidad, terminaciones anticipadas y una 
serie de posibilidades para evitar la cárcel, mientras que en el ámbito de los adolescentes, esas 
manifestaciones del llamado derecho penal premial, que pretenden sancionar pero mostrar alguna alternativa, 
suelen no existir. Sin embargo, es precisamente el colectivo de los adolescentes en el que hay que poner 
mayor atención. Está empíricamente demostrado que la cárcel no resocializa. Cuanto más tiempo pase una 
persona que todavía no ha culminado su proceso de socialización -es decir, un adolescente- en un centro 
penitenciario, menos posibilidades existen de que lo culmine en términos idóneos y más posibilidades existen 
de que reincida en la criminalidad. Lo que estoy diciendo, simplemente, es que hay que intentar buscar un 
equilibrio que no es fácil entre qué tanta pena requiere una persona como reproche por el delito cometido, sin 
perder de vista que esa privación de libertad en un centro penitenciario suele no generar las consecuencias 
utópicas que describimos como rehabilitación, resocialización, etcétera. 


Yo me centraría en el ámbito de los adolescentes porque creo que es especialmente sensible, pero también en 
el ámbito de la criminalidad de cuello blanco -lo mencionaba la profesora María Acale-, sustituyendo o 
complementando, allí donde se pueda, la pena de multa por una pena privativa de libertad -aunque sea de 
corta duración-, porque eso sí genera impacto. En cuanto a la sanción penal, la publicación de la sentencia, es 
decir, comunicar la incidencia buena, poca o tardía que tenga el Derecho Penal y valerse del efecto 
comunicativo que pueda tener también persuade, disuade. 


Quiero culminar mi exposición con lo que empecé. El combate a la criminalidad requiere algo adicional a 
unas leyes: decisión política, presupuesto, policía de investigación, fiscales y jueces preparados y un sistema 
procesal libre de ciertos niveles de corrupción que permita responder con celeridad y prontitud. 


SEÑORA LAURENZO (Patricia).- Aquí se hicieron muchas preguntas fundamentales. Un señor 
diputado preguntaba cómo hacer para tener algo más que unas respuestas parciales a las demandas de 
la sociedad. Creo que no puede haber mejor lugar para decir algo que nosotros siempre pensamos 
desde la academia y que es totalmente utópico. Me parece que cuando uno se propone hacer un cambio 
de fondo en la legislación penal -en este caso- lo primero que hay que tener es un modelo. Y el tiempo 
que se pierda en discutir los principios de ese modelo político-criminal va a servir para todo el resto. Es 
decir que no se puede empezar pensando: hay que subir las penas aquí, hay que bajarlas allá, hay que 
crear este delito allí y el otro allá. 


Otro diputado decía algo muy interesante: cada grupo de presión intenta que lo suyo sea lo que va por delante 
y lo más importante, pero eso es por falta de un modelo. La experiencia que tenemos en España es que 
cuando se legisla no existe, no se tiene ni idea de lo que es un modelo de política criminal. Por ejemplo, en 
materia de finalidad de la pena se van acumulando cosas sin tomar esas decisiones previas que son de 
naturaleza claramente de política criminal y cuando se establecen los sustitutivos penales uno debe saber - 
parece algo tan obvio- para qué y hasta dónde hacer prevalecer la idea de seguridad y cuál es el límite de la 
idea de seguridad sobre la idea de resocialización. Yo sigo siendo ingenua y sigo creyendo que no podemos 
olvidar esa finalidad en el ámbito de la pena porque caeríamos en la más absoluta arbitrariedad. También se 
debe saber si vamos a aceptar, respetar -o no- el principio de proporcionalidad. Aquí se ha dicho: es una 
auténtica barbaridad la desproporción que se advierte cuando uno mira estas reformas parciales de las penas; 
no se entiende por qué una es más alta que la otra. En nuestro caso no es que los delitos contra la propiedad 
sean más graves que los delitos contra la vida, pero hay gran desorden en materia punitiva que tiene que ver 
con la falta de modelo, con la falta de acuerdo previo. Sin duda, esto es lo más difícil de lograr en un 
encuentro de legisladores con distintos criterios ideológicos -eso lo tengo claro; ahí está la base de todo-: no 
podemos ocultar que es un problema básicamente ideológico y que cada uno tiene su punto de vista. 
Entonces, en esos acuerdos hay que perder mucho tiempo porque se gana todo. Cuando uno tiene claros esos 
puntos de partida y sabe cuál es el ámbito por el que se puede crecer, porque hace falta, porque hay bienes 
jurídicos que necesitan esa tutela y por otro lado no, porque es pura inflación penal en tanto que es puramente 
simbólico, eso debe estar planteado en términos genéricos, de grandes criterios; entonces sí luego se pueden 
crear delitos, poner uno y quitar otro. 


Para terminar, voy a usar el ejemplo de algo que me han puesto sobre la mesa y sobre lo que voy a hablar 
mañana: el feminicidio. Me cuentan -lo digo con todo respeto- que el presidente de la Suprema Corte de 
Justicia dijo que es un problema terminológico: eso quiere decir que todavía falta entender de qué se está 
hablando cuando se habla de feminicidio. Lo primero que hay que hacer es escuchar, pero escuchar en el 
sentido de atender a las razones por las cuales técnica e ideológicamente se está demandando una 
determinada figura. Luego uno puede llegar a la conclusión de que se puede crear o que no, que hace falta o 
que no, que es necesario o que no, pero lo que no se puede decir es que el problema del feminicidio es 
puramente terminológico. Si está incluida o no la muerte de las mujeres en el concepto de homicidio es algo 
en lo que las mujeres que trabajamos en esto no perdemos un segundo desde hace muchísimo tiempo. Esto es 
simplemente un ejemplo. 


Me he quedado bastante impresionada de que haya sobre la mesa un proyecto de ley de tipificación del 
feminicidio al mismo tiempo -paralelamente- que uno de reforma del código penal en general. Primero hace 
falta ponerse de acuerdo en la política de género en el Código Penal, si la quieren incluir o no, qué es política 
de género y qué quiere decir eso del género. Es muy duro pensar que una persona que está en altos niveles 
del ámbito judicial dice que el feminicidio es un problema terminológico; eso significa que no sabe qué es la 
perspectiva de género. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero hacer un aporte en honor a la historia fidedigna de esta discusión. 


Por supuesto, el presidente de la Suprema Corte de Justicia no necesita defensores porque se puede defender 
por sí mismo, pero francamente creo haber escuchado algo diferente de su parte. Lo que la doctora Patricia 
Laurenzo plantea daría la sensación de que el presidente de la Suprema Corte de Justicia se niega a legislar 
sobre esta materia. En todo caso, lo que él sostuvo fue que, desde el punto de vista técnico -eso fue lo que 
entendí-, la mejor solución no era tipificar un nuevo delito sino introducir este concepto como un agravante 
del homicidio. Me parece que desde ese punto de vista, por lo menos, demostró una sensibilidad diferente a 


la que podría surgir de lo que la doctora está diciendo; no es por contradecirla ni por abrir un debate con 
ustedes porque no tendría sentido, pero como lo dijo y lo reiteró me veo en la necesidad de trasmitir esto. 


SEÑORA LAURENZO (Patricia).- Le pido disculpas. No estoy intentando atacar a nadie. Soy 
totalmente ajena y aséptica. Es algo que he escuchado aquí; es una información que se me ha dado. No 
tengo absolutamente ningún interés en entrar en debate con un señor que no conozco. Simplemente, es 
lo que me han dicho. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Capaz que no tenía la información correcta y que la informaron mal. 


SEÑOR MAHÍA (José Carlos).- Quiero hacer una aclaración: no puse ese ejemplo -yo traje el tema 
hoy aquí- por una cuestión de definición sobre el asunto del presidente de la Suprema Corte de Justicia 
ni nada que se le parezca. Yo lo recordé de memoria y capaz que eso no reflejó totalmente lo que dijo el 
presidente de la Suprema Corte de Justicia. Inclusive, tampoco tomé definición sobre el tema de fondo; 
en lo personal tampoco lo he hecho. La afirmación no fue sobre si él tenía o no la dimensión del 
problema ni sobre cómo lo había abordado. Simplemente -palabras más, palabras menos, reflejé lo 
que se dijo en la prensa; fue preguntado y está en los medios para chequearlo. No es una cuestión de 
debate de fondo, que ya lo tendremos entre nosotros que nos compete legislar, pero no al presidente de 
la Suprema Corte de Justicia, a quien le formularon preguntas en una rueda de prensa. Insisto, capaz 
que no lo dije en forma textual, pero conceptualmente, en mi opinión, eso fue lo que él sostuvo más allá 
de la opinión de fondo sobre el asunto. 


SEÑORA LAURENZO (Patricia).- Por supuesto que no quiero ni me corresponde entrar en un debate 
que es de ustedes. Simplemente, he escuchado algo y lo he repetido, quizás torpemente. No debí 
haberlo mencionado, pero estaba sobre la mesa y he repetido lo que aquí se ha dicho. Me da igual -lo 
digo con todo respeto- quién lo haya dicho; lo que quería era poner de manifiesto -sin nombrar a nadie 
en particular-, como conozco este tema de manera mucho más amplia de lo que puede ser un debate 
concreto de dos juristas, que la idea de que el feminicidio sea un tema terminológico va más allá, y que 
lo de poner un nombre es algo que está en la calle: mucha gente lo dice y mucha gente lo piensa en el 
ámbito jurídico, con independencia de quién lo haya dicho, o no, o que no lo haya dicho nadie que se 
haya mencionado aquí. Es una idea que está absolutamente presente en el debate sobre este tema. 


Por otra parte, quiero aclarar que no soy, precisamente, partidaria de la tipificación de feminicidio. O sea que 
no era a eso a lo que me refería, sino al hecho de que a veces se abordan determinados temas en los que hay 
una gran presión social detrás, a partir de demandas sociales que requieren previamente cierta resistencia por 
parte de quien legisla, en el sentido de tener paciencia, para escuchar todos los argumentos y valorarlos 
adecuadamente, para crear un modelo a partir del cual legislar. Simplemente, eso era lo que quería decir de la 
violencia de género, sin usar para nada ejemplos españoles. 


En España se ha estado legislando en materia de violencia de género sin ningún modelo concreto y hoy 
tenemos una legislación muy preocupante en ese sentido, porque no existe una unidad. A eso era, 
simplemente, a lo que me quería referir. Pido disculpas si he molestado a alguien, pero no era para nada mi 
intención; solo estaba diciendo algo que se había comentado aquí. 


Muchas gracias. 


SEÑORA ACALE (María).- Estoy completamente de acuerdo con la profesora Laurenzo, en el sentido 
de que el debate tan enriquecedor que aquí se está produciendo pone de manifiesto que la política 
criminal no puede ser un parche que tape o controle problemas en base a reformas del código penal. Es 
necesario tener muy claro cuál es el modelo y para ello hay que empezar planteándose qué es lo que 
pretende del derecho penal, que no es otra cosa que la protección de bienes jurídicos y, a partir de ese 
referente, tomar decisiones de política criminal; si optamos por proteger más la vida de las mujeres 
que mueren a manos de determinados hombres, fundamentar esa idea y articular los tipos penales de 
tal manera que sean aplicables. 


Mucho me temo, por lo que hemos podido examinar en estos días en la ley de 28 de diciembre de reforma del 
Código Penal de este país, que para incorporar el delito de feminicidio, las causas que dan lugar a elevar la 


muerte de homicidio a feminicidio no están claras. Entonces, a lo mejor no se tendría que utilizar el Código 
Penal para hacer esa política parche sino que, en línea con lo que se planteaba al principio, se debería tener 
claro el modelo de protección de bienes jurídicos y cuáles son los principios que deben regir esta rama del 
ordenamiento jurídico. Me parece básico tener en cuenta los principios de proporcionalidad y de 
culpabilidad, que nos deben forzar a evitar respuestas penales que lo único que hacen es no tener en 
consideración el delito concreto que ha cometido un sujeto, sino el colectivo al que pertenece, con lo cual 
estamos hablando claramente de derecho penal de autor. 


Finalmente, para terminar de hacer este boceto del modelo penal creo que una vez que tenemos a un sujeto en 
prisión, porque esa norma penal preventivo-general ha fracasado, debemos ver qué vamos a hacer con dicho 
sujeto. Ustedes tienen razón en que la sociedad coincide aquí, y también en mi país, en que cuántas más 
personas haya la cárcel más segura está la sociedad que queda afuera. La cuestión es qué hacemos durante el 
tiempo que están esas personas en prisión, hasta tal punto que en el momento actual creo que lo penitenciario 
se ha penalizado. Digo esto en el sentido de que la intensidad de la respuesta penal hasta el día de hoy abarca 
el endurecimiento de las formas de cumplimiento de la pena privativa de libertad. Con ello le estamos 
haciendo un flaco favor a la sociedad que supuestamente está muy segura tener a tanta gente en prisión, 
porque esas personas van a salir. 


Entonces, el tratamiento que se ofrezca en prisión es básico para intentar darle sentido a este sistema penal 
que no consiste sólo en proteger bienes jurídicos, sino en protegerlos bien, de tal manera que cuando estas 
personas salgan de prisión -no creo que sea necesario que un sujeto que entra a prisión por un delito de 
feminicidio cuando salga se apunte en una asociación feminista; me importa muy poco lo que él siga 
pensando en su interior- no vuelvan a cometer un delito. 


Por lo tanto, creo que con cuatro líneas esenciales de ese modelo podemos justificar muchas de las acciones 
individuales que se están llevando a cabo en el país en este momento en que están legislando en materia 
penal. 


SEÑOR TERRADILLOS (Juan).- Quiero decir algo que quizás sea una obviedad, lo cual es malo, pero 
lo haré en forma breve, lo cual es bueno. 


Por intentar abarcar todo el espectro de cuestiones que están aquí sobre la mesa, naturalmente, sin ninguna 
pretensión de responderlas, todos hemos venido insistiendo en la importancia de una visión global de la 
cuestión criminal, en la importancia de un modelo global de seguridad, de prevención y también en la 
importancia de una política estrictamente penal que responda a criterios; las estrategias político criminales no 
pueden ser una carrera a ciegas, sino que tienen que responder a determinados objetivos. Con eso estoy 
diciendo una obviedad importante: subyace la contraposición de ideologías y la política, como apuntaba la 
profesora Laurenzo. 


Esto lo debemos tener en cuenta porque, en definitiva, el código penal, que no es un instrumento de 
emancipación, un instrumento de subversión, un instrumento de cambio y ni siquiera un instrumento premial, 
sino un modesto instrumento de amenaza para intentar evitar infracciones, no se va a poder sustraer a este 
juego político, pero lo importante es tener un modelo que responda efectivamente a necesidades sociales lo 
más amplias posible. 


Quiero destacar que soy muy clásico; no he aprendido más derecho penal que lo que se enseñó durante 
doscientos cincuenta años, pero me parece que en el diseño de ese modelo la discusión fundamental es la que 
se da sobre los bienes jurídicos, es decir, qué quiero defender a ultranza; qué quiero defender a base de 
aplicar un instrumento tan contundente que en el Estado democrático se tiene que aplicar con cuentagotas, 
que es el Derecho Penal o la culminación de pena: es el catálogo de bienes jurídicos intocables. 


Al respecto, voy a poner un ejemplo para intentar explicarme mejor. En la última reforma penal española, el 
delito de hurto sin violencia, sin intimidación, de un 1 € puede llevar pena de hasta tres años de prisión; no 
digo que la lleve siempre, pero cuando concurre una serie de agravantes, como la reincidencia, se parte de la 
base de que los que hurtan 1 € lo hacen siempre, puede llevar años de prisión. Por otra parte, en la misma 
reforma, se despenaliza el homicidio por imprudencia leve. Este es un espejo de cómo se valora y de qué 
cosas le han importado al legislador español. Un señor diputado cuyo nombre lamento no recordar, hacía 
mención a una cuestión dramática que se plantea siempre en los debates cuando se tocan los intereses de los 


poderosos o cuando se les amenaza. Acá no se trata de amenazar a los poderosos sino de tutelar bienes 
jurídicos y, evidentemente, los bienes jurídicos afectados por la actividad delictiva del menesteroso -si nos 
ponemos en el plano patrimonial o económico- son de mínima entidad; la gran estafa, la gran defraudación, 
el gran desfalco, el vaciamiento de los bancos por el que nadie va a la cárcel del que nos hablaba Galeano, lo 
interpretan sujetos criminales de cuello blanco, de alto estatus, de alta capacidad profesional y con 
posibilidades de mover ingentes cantidades de dinero justo allí donde las reglas del sano mercado lo deberían 
evitar. 


Por tanto, una reforma que tienen que abordar ustedes sí o sí, que va a consistir en afrontar la lucha contra la 
gran delincuencia económica, evidentemente va a crear ese tipo de tensiones políticas. Y lo va a hacer frente 
a la peor versión de la clase empresarial, que es la que se dedica a la delincuencia de cuello blanco. Entonces, 
no se trata de la tensión con los poderosos, sino contra las formas patológicas de ejercicio de la actividad 
económica protagonizada por sujetos económicos instalados. Esto requiere un debate ideológico profundo 
solo superable eficazmente y solo dirigible hacia objetivos racionales, en la medida en que se aparte 
inicialmente y la discusión sobre el modelo penal comprenda el catálogo de bienes jurídicos que estoy 
dispuesto a proteger a ultranza, el catálogo de bienes jurídicos que estoy dispuesto a proteger frente a qué 
tipo de ataques y, finalmente, qué tipo de consecuencias estoy dispuesto a que paguen los infractores; tipo de 
consecuencias que sólo puede estar orientado -no entiendo que haya otra forma, con independencia de que 
seamos ingenuos, optimistas o pesimistas- a la prevención; lo demás sería irracional. Entonces, el catálogo de 
sanciones no tiene que estar dirigido a crear símbolos punitivistas, ni a facilitar que los gobernantes eludan 
sus responsabilidades en materia preventiva, sino a evitar preventivamente, a la prevención general, y a 
actuar en la poca medida que se pueda -yo creo que es algo- sobre el delincuente, una vez que está condenado 
y se ejecuta la pena. 


El señor diputado Andrade decía al comienzo de su intervención que no hay que andar en cuestiones 
abstractas y que tenemos que enfrentar los problemas más concretos; es verdad, pero los problemas concretos 
solo los podemos abordar armónica y proporcionalmente -idea que ha surgido aquí todo el tiempo-, siempre 
que tengamos claras las líneas generales, los parámetros del modelo. A partir de ahí el debate parlamentario 
no se trivializa, se agiliza y pierde dramatismo, porque la discusión penal debe tener traducción en el plano 
de la cuestión penal del gran modelo social que se pretende sacar adelante, no solo con legislación. 


SEÑOR FOFFANI (Luigi).- Agradezco la invitación; para mí es un honor participar en este debate. 


Lamentablemente, me he incorporado demasiado tarde a la discusión y me limitaré a plantear algunas 
obviedades. 


Quiero destacar la importancia de un debate sobre la reforma del código penal. Reformar un código penal es 
una gran tarea, es un trabajo que, como pocos otros, une el plano legislativo, el poder político y la opinión 
pública; porque trabajar en un nuevo código penal significa para el gobierno y la opinión pública reflexionar 
sobre los valores de la sociedad en su conjunto y sobre una política criminal que proponga cambios en la 
tutela de los bienes jurídicos, como han dicho mis compañeros. 


Digo esto con algo de envidia, porque en Italia hace muchos años tenemos la ambición de cambiar el código 
penal y nunca hemos alcanzado las condiciones políticas generales para lograrlo. Aunque desde principios de 
la época republicana hubo muchas reformas parciales del código penal, seguimos teniendo un código muy 
antiguo, de una época político-institucional muy diferente. Italia tiene el código de los años treinta, pero ya 
no es el mismo código; en Italia decimos que no es “carne ni pescado”, no tiene una visión de conjunto. El 
legislador italiano de la época democrática se ha acostumbrado a la idea de reformas parciales que por un 
lado están bien porque modernizan y democratizan el código, pero por otro determinan que carezca de una 
visión de conjunto que es absolutamente esencial. No hay equilibrio entre las sanciones entre los diversos 
sectores de la parte especial. Ya no tenemos una visión conjunta de la política criminal y cada Gobierno, cada 
Parlamento y época ha tenido su propia visión parcial, en la mayoría de los casos muy contradictoria. El 
mismo legislador, con poco tiempo de diferencia, actúa de forma contradictoria. 


Por eso, cuando se plantea aprobar un nuevo código penal es muy importante poner en marcha una visión 
conjunta de la política criminal, de las penas, del orden de los bienes jurídicos. 


Por lo que he visto, hay un acuerdo general para cambiar la arquitectura de la parte especial: mientras el 
código anterior ponía en primer plano los bienes jurídicos que afectan al Estado y luego a la persona, ahora se 
plantea una visión que pone en primer lugar los intereses individuales y luego los intereses públicos. Creo 
que esta es una opción absolutamente compartible. 


También creo -de esto hablaré mañana- que en el caso de los delitos económicos hay que buscar un código, 
moderno, actualizado, a la altura del momento. Por eso, hay que plantear con mucha atención, la protección 
de los bienes jurídicos supraindividuales, colectivos, generales, difusos, categorías que son muy discutidas y 
debatidas en el derecho penal moderno. Creo que entre la protección individual y la protección de los 
intereses públicos, la dimensión de los intereses supraindividuales, sobre todo en el terreno económico, debe 
tener un papel muy importante y central en la reforma del código. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Para nosotros fue un gusto haber recibido a esta delegación. 


No es usual que las comisiones parlamentarias reciban expertos internacionales, cualquiera sea la materia, y 
me alegro que hayamos sabido aprovechar esta oportunidad. 


Personalmente, creo que plantearon una serie de cuestiones que, con seguridad, se profundizarán en la 
jornada de mañana. 


Muchas gracias. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


